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GALICIA  4

«La cita previa 

obligatoria en la 

Administración 

es ilegal»

El Defensor del Pueblo air-
ma que la petición de turno 
forzosa supone «un incum-
plimiento objetivo y directo 
del artículo 103.1 de la Cons-
titución», mientras que abo-
gados administrativos animan 
a los ciudadanos a denunciar 
ese iltro.



 Publicación      

 Soporte      

 Circulación      

 Difusión

 Audiencia

 La Voz de Galicia  General, 4

 Prensa Escrita

 80 437

 71 152

 320 000

 Fecha

 País

 V. Comunicación

 Tamaño

 V.Publicitario

 29/01/2023

 España

 20 782 EUR (22,595 USD)

 323,43 cm² (51,9%)

 6465 EUR (7029 USD) 

La obligación de utilizar masca-
rilla en transportes y determina-
dos espacios públicos va a desa-
parecer antes de que lo haga la 
imposición de solicitar una cita 
previa como requisito imprescin-
dible para ser atendido presen-
cialmente en prácticamente to-
das las Administraciones e ins-
tituciones públicas. Dicha obli-
gación ha sobrevivido a la crisis 
sanitaria como herramienta pa-
ra organizar el trabajo funciona-
rial e incluso posibilitar el acce-
so al teletrabajo de sus efectivos 
al reducir su presencialidad. ¿Pe-
ro es legal que la cita previa sea 
la única manera de acceder a un 
mostrador de la Administración?

A tenor de las advertencias que 
encadenan el Defensor del Pue-
blo, sus homólogos de Cataluña 
y la Comunidad Valenciana o el 
Consejo General de la Abogacía, 
no lo es. 

El defensor acaba de advertir al 
Ministerio de Inclusión, Seguri-
dad Social y Migraciones que de-
be resolver los atascos en la con-
cesión de citas en sus oicinas y, 
además, habilitar citas presencia-
les para todo aquel que elija esa 
vía. El Defensor del Pueblo ya ha-
bía advertido en agosto al secreta-
rio de Estado de Seguridad Social 
y Pensiones de las múltiples que-
jas recibidas contra la imposición 
de la cita previa, pero al no haber 
mejora al respecto, ha vuelto a la 
carga para airma incluso que di-
cha barrera supone «un incum-
plimiento objetivo y directo del 
artículo 103.1 de la Constitución», 
el que recoge que la Administra-
ción debe servir con objetividad a 
los intereses generales y desem-
peñar su labor de manera eicaz. 

«Claro que la cita previa obliga-
toria es ilegal», mantiene el abo-
gado vigués Diego Gómez Fer-
nández, profesor asociado de 
Derecho Administrativo y galar-
donado en el certamen Blogs Jurí-
dicos de Oro 2022 por un artículo 
dedicado precisamente a subra-

«La cita previa obligatoria es ilegal»
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yar la perversidad legal de la ci-
ta previa. Mantiene que no hay 
ley alguna que respalde la adop-
ción de ese mecanismo de aten-
ción ciudadana, que a su juicio 
constituye además una doble im-
posición cuando la vez para ser 
atendido solo puede obtenerse 
de manera telemática. «Es un tú 
por aquí no pasas», señala, para 
lamentar además que es incon-
cebible que las leyes de procedi-
miento administrativo del fran-
quismo velasen más por el acce-
so de la ciudadanía a las Admi-
nistraciones que lo que ocurre 
ahora con la obligación de soli-
citar y obtener la cita.

«No tiene legitimidad esa deci-
sión, carece de fundamento legal 
y no puede eliminar o rebajar los 
derechos del contribuyente», re-
calca. Diego Gómez anima a que 

denuncien todos los que se en-
cuentren con que no tienen ma-
nera de acceder a un servicio pú-
blico o institucional sin haber he-
cho antes la petición de una cita 
previa, y para ello facilita un mo-
delo de queja en su blog con el 
que pedir el in de esa vía como 
única y obligatoria. «El de la Ad-
ministración es un poder vicario 
o delegado. Solo es legítimo si en 
su actuación respeta la Constitu-
ción y las leyes y sirve de mane-
ra efectiva a la ciudadanía, de la 
que deriva en último término su 
razón de ser», maniiesta.

Argumentos para quejarse

En su modelo de queja hace 
ver al organismo del que se tra-
te que, desaparecidas las limi-
taciones por cuestiones sanita-
rias, el mantenimiento de la cita 
previa está diicultando el acce-
so de los ciudadanos a los servi-
cios públicos. La plantilla de que-
ja del letrado señala que aplicar 
normativas excepcionales a si-
tuaciones ordinarias va «en con-
tra de lo dispuesto en el Código 
Civil sobre que la legislación ex-
cepcional no se puede aplicar a 

supuestos ni en momentos dis-
tintos de los comprendidos ex-
presamente en ellas». En segun-
do lugar, indica el escrito que la 
Constitución pone a la Adminis-
tración al servicio de los ciuda-
danos, «no a estos sometiéndose 
al arbitrio y designios de la Ad-
ministración». Y, por último, que 
la imposición de una cita previa 
obligatoria «contraría claramen-
te la obligación de las Adminis-
traciones públicas de respetar en 
sus relaciones los principios de 
servicio efectivo y proximidad a 
los ciudadanos», como exige la 
Ley de Régimen Jurídico del Sec-
tor Público. 

Diversos juristas advierten, por 
último, de que la cita previa im-
posibilita el cumplimiento de pla-
zos en procesos burocráticos o 
administrativos sin poder optar 
a la resolución presencial de es-
tos, o de la vulneración del prin-
cipio de gratuidad que estable-
ce la Ley de Procedimiento Ad-
ministrativo Común, al requerir 
servicios profesionales los afec-
tados que no dominan la vía te-
lemática para realizar sus trámi-
tes y solicitar cita. 

El Defensor del Pueblo airma que la petición de turno forzosa no cumple 
la Constitución: abogados administrativos animan a denunciar ese iltro

diego gómez, 
abogado de Vi-
go galardonado 
por un artículo 
sobre la ilegali-
dad de cita pre-
via obligatoria


